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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 22 de oclubre dc 2018

ASUNTO

Recurso de agravio co¡stitucional interyuesto por don Gregorio Walter Ortiz

Quezada cont.a la resolución de foias 99, de fecha 25 de enero de 2018, expedida por la
Segünda Sala Civil de la Coúe Superior de J¡rsticia de Piura, que declaró improcedente
la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

1. En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en eldiario
El Perudfio el 29 de agosto de 2014, este I¡ibunal estableció, en el

49. con caráctcr de precedente, que se expedi¡á sentencia inlerlocutoria
gatoria, dictada sin más trámite, cuando se presentc alguno cie los siguientes

supuestos, que igualmente estiín contenidos en el artículo 1l del Reglamento
Normativo del T¡ibunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulncración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

t¡ascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecllo il'lvocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera deseslimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. Coü licha 3 de agosto de 2017, la pafe demandante. en su condición de secre¡a¡io
gencral de la Junta Directiva del Sindicato Unita¡io de Trabajadores del Seclor
Pírblico Agra¡io (Sutsa Piura), solicita que se decla¡e nüla la decisión adoptada por
la Asamblea General Extraordinaria del citado sindicato, de fecha 15 dciulio de

2017, mediante la cual se nomina al Comité Electoral para que se lieve a cabo
¡luevas elecciones para la Junta Directiva de Sutsa-Piura. Aduce que dicho acuerdo
se adoptó en una sesión realizada con utra se e dc irregularidades, pues no iire
oonvocada por el secretario general de Ia Junta Directiva, la nominaciól de] Comité
Electoral l1o se eDcontraba cn agenda y se carecía de] qüórum conespondiente
conlbrlrre a los estatutos del relerido sindicato. Alega la vulneración de su derecho
al debido proceso. Al respecto, debe evaluarse si dicha pretensión ha de ser rcsuclta
por la vía del amparo o existe una vía o¡dina a igualmente satisfacto¡ia.
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l. En Ia senlencia emitida en el Expediente 023 83 -2013-PA/TC, publicada en el diario
oficial El Perua o el22 de julio de 2015, este Tribural estableció en el lundamenlo
15, con carácter de precedente, que la vía ordinaria será "igualmente satisfactoria"
como la via del proceso constitucio¡al de amparo si en un caso concreto se

demuestra, de mane¡a copulativa, el cumpliñiento de los siguientes elementos:
i) que la estructura del proceso es idónea para lá tutela del derecho; ii) que la
resolución que se fuera a emitir pueda brindar tutela adecuada; iii) que no existe
riesgo de que se produzca irreparabilidad; y iv) que no existe necesidad de una
tutela rirgente de¡ivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las

consecuencias.

ue violen las disposiciones legales o estatuta as [...]", y señala en su último
, que el p¡oceso para cuestionar tal decisión cs e1 abrcviado; por tanto. dicho

so, que ouenta con una estructura especi¡ca e idónea para acoge( la pretensión
l recurrenle y darle lutela adecuada constituye ura via célere y eñcaz para

atender el caso de derecho limdamental propuesto por el demandante.

5. Asimismo, y desde una perspectiva subjetiva, en el caso de autos no existe riesgo
de irreparabilidad del de¡echo en caso se transite por 1al proceso ordinario, ni se

verifica la necesidad de lutela urgente derivada de la relevancia del derecho en

cuestión o de la gravedad del daño que podría ocurrir, en tanto el periodo dc la
junta directiva al que pertenecía cl recurrcnte ha concluido, conforme se aprecia de
la copia fedateada de la constancia de inscripción de la citadajunta que obra a fojas
10 (el actor accedió al ca¡go de secreta¡io geneml en reemplazo de don Gcrmán
Felipe Rázuri Gallo, quien fue removido de su cargo por la asamblea de fecha 7 dc
cnc¡o de 2017, ia misma que obra a fojas 2), y para la dilucidación de validcz del
acuerdo de asamblea cuestionado, debe evaluarse si para la adopción del mismo sc
siguieron las disposiciones estatutarias y se garanlizó un debido proceso en el
mismo.

6. Por 10 expuesto, en el caso concreto existe una vía igualmente satisláctoria que es el
proceso civil de impugnación de acucrdos de una asociació¡. Además, en la medida
que la cuestión de Derecho invocada cont¡adice un precedente del Tribunal
Constitucional, correspondc desestimar cl rccurso de agravio.

7. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 6 supro, se veriilca qL¡e

el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rcchazo prcvista e¡l el
acápite c) del fu[damento ,19 de Ia sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso c) del a1ticulo 11 del Reglamento Noimativo del Tribunal

Dcsde una perspectiva objetiva, tenemos que el Código Civil establece en su

artículo 92 que "todo asociado tiene derecho a impugnar judicialmente los acuerdos
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Constitucional. Por esta razón, co[esponde declarar, sin más támite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamenlos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
coniere 1a Constitución Política dcl Pcrú, cl fundamcnto de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Banem. convocado
para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado Ferrero Costa.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recuño de agravio constitucional
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FUND^MENTo DE voTo DEL MAGISTRADo s^RDóN DE TABo^D^

Estoy de acuerdo con el fallo y con la fundamentación de la sentencia interlocutoria
denegatoria cmitida en au1os.

Sin embargo, eü ei p¡cscnte caso, el recurso de agravio constitucion¿l (RAC) no rc\ istc

especial trascendcncia constitucional pues trata de un asunto qüe no coresponde ser

resuelto cn la vía del amparo sino en el proceso civil abreviado de impugnación de

acuerdos dc conformidad con el atículo 92 del Código Civil.

Por tanto, mi voto es po¡ declarar IMPROCEDENTE el R.AC en aplicación del acápite

b) del fillldaúcnto 49 dc la sentencia emitida, con calidad de preccdente, e¡ el

lixpedicnlc 00987-2014 PA/lC concordantc con el artículo ll, inciso b, dcl
Iicglamcnto Normativo del TiibuDal Constitucional-

La o,'

s.

SARDÓN DE TABOADA
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito i]l presente voto singular, para expresa¡ respetüosameotc

que disiento del precedente vinculante establecido en Ia Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, po¡ los fuÍdamentos que a

continuación expo¡rgo:
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I,L TRIBUNAL CONSTITUCIONAL COMO CORTI DE REVISIóN O FALLO Y NO DI'

cASACTóN

La Co¡stitución de 1979 creó el 'l'ribunal de Garantías Constitucionales como

instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de l'allo. La Constitución del 79, por p mera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ¿d,hoc, independiente del Poder

Judicial, con Ia tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena

de los de¡echos fundamentales.

2. La Ley F'undamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías

Constitucionales era un órgano de control de la Co¡tstitución, que 1enía jurisdicció¡
en todo el teritorio nacional para conocer, el1víat de catsacíón, de 7os habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no

constituia una instancia habilitada para falla¡ en lbrma dehnitiva sobre la c¿usa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como a¡nenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

,1. El modelo de tutela ante amen¿Vas y vulneración de derechos fuc seriamente
moditicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatrc, a sabet, habeas corpu¡', añparc, hdbeas ddta
y acción de cumplüniento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución Io

caliñca erróneamente como "órgano de co¡trol de la Constitución". No obstante, en

flr'\

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgrínica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus afiiculos 42 al 46, que

dicho órgano, al encoÍtrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en forma enada o ha incurrido en graves vicios procesales en Ia

t¡amitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deficieDcia, devolvcrá los actuados a Ia Co¡te Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para qüe emita nuevo fállo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.
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mateda de procesos constitucionales de la libeflad, la Constitución establece que el

Tribunal Constitucional es instancia de rcvisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constifución Política del Peru, e¡ su artículo 202, inciso 2,

prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "co ocer, en últim.t y
deftnifita insfanc¡at, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habed-§ data y acciófi de cumplimiento"- Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el T¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quielt se

cstima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectula diversa
contravendría mandatos escnciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1). y "la observancia del deb¡do proceso y tutela
jurisdiccional. Ninguna persona piede sel desviada de la jur¡sdicciót¡
predetermincLda por la ley fi¡ sometida a procedimienfo distifi[o de los preN¡amente

establecidos, t1i juzgada por órganos j rísdiccionales de excepción nt Vor
comisiones espec¡ales creadas al ef¿cto cualquierd sea su denominación",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advie¡te, a djferencia de lo que acontece eÍ otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del cerliorari
(Suprema Cofle de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituye[te optó por
un ó¡gano supremo de inte¡pretación de la Constitució[ capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
p¡otccción de su derecho e¡ sede del Pode¡ Judicial. En ot¡as palabras, si lo que

está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la via conespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la ape ura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionante colaborar con los jueces co¡lstitucionales mediante un pomenorizado
análisis de lo que se pretende. de lo que sc invoca.

7. Lo constitucional es escucha¡ a la parte como concretización de su derecho
inenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de det'ensa de los derechos fundamentales fiente a los poderes
públicos y privados, 1o cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.
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EL DERECUo A s[R oiDo coMo MANr¡'DsrACIóN D[ LA DEMoCRATIZACTóN DE Los
I'RoCEsos CoNSTITT]CIoNALES DE LA LIBERTAD

8. La administración de justicia constitucional de ]a libertad que brinda el Tribunal
Constitucional. desde su creación, es respetuosa, como coresponde, del derecho de

l,Y1
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defensa inherente a toda pe*ona, cuya manifestación p maria es el de¡echo a ser

oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi aleiamiento respecto a la emisió¡ de una resolución constitucional
sin realiza¡se audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, conc¡etándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, conesponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con est cto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I L Cabe añadir que la participación directa dc las partes, en defensa de sus intereses,

que se concede en la ¿udiencia de vista, también constituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de

una persona sin pennitirle alegar Io coüespondiente a su favor, lo que resulta a

excluye¡te y antidemocrático. Además, el T bunal Constitucional tiene el debe¡

ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los

argumentos que iustiñcan sus decisiones, porque el T bunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suñciente las razones de derecho y dc hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. En ese sentido. la Co¡te Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el

derecho de defensa "obliga al Estado a Íratar dl illd¡t)¡duo en todo mome to como

un wrdadero sujeto del proceso, en el m.is at pl¡o sentído de este concepto, y no

simplemente coño objeto clel mismo"t , y qle "pata que ex¡sta debitlo proceso legal
es precíso que un justiciable pueda hacer raler sus derechos y de.fender sus

i lercses en forma efectí,a y e co dic¡ones de igualdad procesal con olros

I Corte lDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009,
pánafo 29.
2 Co¡te tDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y ohos vs. Trinidad y Tobago,

sentencia del 21 dejunio de 2002, párafo 146.
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NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de falio" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Consti¿ucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho fribunal es su inté¡p¡ete sup¡emo, pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentercia interlocutoria", el recüso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene compctcncia
par¿ "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los adículos 18 y 20 dei Código Procesal Constitucional, el

Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Supe or del Poder Judicial. Al T¡ibunal lo que Ie corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la pafe alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos pa¡a su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mr:jor de los casos,

rcquiere ser aclarado, justilicado y concretado en supuestos especificos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el emplco de la precitada sentencia en arbitario. toda vez que se podría
al'ectar, entre otros, el derecho lirndamental de delénsa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presenta¡ su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, matatis mulandis, el ptecedente vinculante contcnido en la Sentencia
00987-2014-PA,/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en ot¡os
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Senteflcia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una realimación de la natu¡aleza
procesal de los procesos constitucionales de la libe¡tad (supletoriedad, via previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cieflo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de

una naluraleza procesal distinta a la de los procesos ordina os no constituye un
motivo para que se pueda desvi¡tua¡ la esencia principal del ¡ecurso de agrario
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la

última posibilidad para proteger y reparar los de.echos fundamentalcs de los

agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el T bunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada Ia vía constitucional, al justiciable

solo Ie queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno e§, al mismo
tiempo, una delensa total de la Constitución, pues si toda garantía conslitucional
entraña el acceso a la prestacióu jurisdiccional, cada cual al defende¡ su derecho

es1á det'endiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección judicial auténtica".
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